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I) NOVEDADES NORMATIVAS.-

2. Comunidades Autónomas.-

En el período de tiempo tomado en consideración para la elaboración de este informe (mayo a noviembre de 2008), las novedades normativas en relación con los empleados locales se circunscriben al ámbito autonómico. Así, al socaire de una materia hoy en boga, son varias las Comunidades Autónomas que han aprobado normas en relación con las Policías locales, bien modificando textos ya existentes, bien regulando la Policía autonómica, pero con previsiones que inciden sobre las locales. También destacan textos de aplicación a los funcionarios con habilitación de carácter nacional que ejercen sus funciones en Galicia y Cataluña. 

A) País Vasco.-

La Ley del Parlamento vasco 2/2008, de 28 de mayo (BO del País Vasco nº 112, de 13 de junio), procede a modificar la Ley de Policía de esta Comunidad, en el sentido de reconocer a quienes superen el curso básico de acceso y el período de prácticas y, consecuentemente, sean nombrados funcionarios de la escala básica de los Cuerpos de Policía Local, su clasificación en el Grupo C en lugar de en el Grupo D. Análoga decisión había sido adoptada precedentemente en relación con la Ertzaintza autonómica. Eso sí, como señala la Disposición Adicional Primera de este texto legal, esto no puede suponer incremento de gasto público o modificación del cómputo anual de las retribuciones totales, quedando absorbido el aumento en las retribuciones básicas que comporta este cambio en otras retribuciones complementarias. 

B) Cataluña.-

El Departamento de Gobierno y Administraciones Públicas de la Generalitat de Cataluña aprobó el Decreto 195/2008, de 7 de octubre, en el que se regulan determinados aspectos del régimen jurídico del personal funcionario con habilitación de carácter estatal de las entidades locales de Cataluña (DO de la Generalitat nº 5232, de 9 de octubre). Este Decreto se anuda a las previsiones sobre estos funcionarios contenidas en la Disposición Adicional Segunda del EBEP y que, con carácter básico, atribuyen a las Comunidades Autónomas competencias en aspectos como la oferta de ocupación pública, el régimen de selección y provisión de puestos de trabajo, la creación, clasificación y supresión de los mismos, y el régimen disciplinario. De acuerdo, pues, con estas nuevas atribuciones, y en ejercicio de la competencia en materia de función pública y del personal al servicio de las Administraciones públicas catalanas reconocidas estatutariamente, se procede a la regulación de este personal. 

En realidad, y tras el recordatorio de qué ha de entenderse por este personal funcionario con habilitación de carácter estatal y cuáles son las funciones públicas reservadas a los mismos, el Decreto procede inicialmente a identificar los órganos autonómicos que detentan la competencia para establecer la estructura –creación, clasificación y supresión– de los puestos de trabajo que deberán ser ocupados por los mismos, así como fijar unos criterios para proceder a ella, reproduciendo como no podía ser por menos las divisiones (subescalas, categorías) de la normativa básica vigente. Una vez hecho esto, diseña el sistema de selección y provisión de aquellos puestos, señalando que el proceso selectivo consistirá en la superación de pruebas que dan acceso a los correspondientes cursos de formación en la Escuela de Administración Pública de Cataluña –con el correspondiente nombramiento de funcionario en prácticas y la percepción de las retribuciones que les correspondan–, mientras que el sistema normal de provisión será el concurso de méritos, aunque excepcionalmente, en los supuestos establecidos por la legislación básica estatal (Disposición Adicional Segunda.5.2 EBEP: Municipios de gran población y Diputaciones Provinciales), los puestos podrán proveerse por el sistema de libre designación. Subsidiariamente a estos sistemas de provisión de carácter definitivo, los puestos de trabajo reservados podrán cubrirse, conforme a este mismo orden, mediante nombramientos provisionales de otros funcionarios en puestos no ocupados efectivamente por sus titulares, acumulaciones de funciones reservadas por otro funcionario en activo de otra entidad local próxima, comisiones de servicios hasta un máximo de dos años, y nombramientos accidentales de un funcionario de la misma entidad local suficientemente capacitado por un plazo improrrogable de tres meses, o de interinos que estén en posesión de la titulación exigida para acceder a la subescala a la que pertenezca el puesto. 

Buena parte del Capítulo II del Título II del Decreto 195/2008 se dedica a fijar bases comunes a los modelos de convocatoria –en las que el conocimiento del catalán ocupa un lugar significado–, a diferenciar entre los distintos tipos de méritos –generales en los concursos, relacionados con las especialidades de la organización territorial y la normativa catalana, específicos en relación con las características del puesto de trabajo y sus funciones– y los porcentajes de puntuación que podrán asignarse a cada uno, y a establecer plazos y fases del procedimiento de concurso. Concluye la norma con un Título dedicado a la creación de un Registro de Personal funcionario con habilitación de carácter nacional en Cataluña, en el que se consignarán sus datos profesionales, y cuya gestión corresponde a la Dirección General de Administración Local de la Generalidad. 

C) Galicia.-

En relación con la Comunidad Autónoma de Galicia, se destaca en primer lugar el Decreto 103/2008, de 8 de mayo, por el que se regula el conocimiento del gallego en los procedimientos para la provisión de puestos de trabajo reservado a funcionarios con habilitación de carácter estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Galicia (DO de Galicia nº 99, de 23 de mayo). Este Reglamento supone el desarrollo de previas leyes lingüísticas aprobadas por el Parlamento gallego, en concreto de la Ley de Normalización Lingüística de 1983, de la Ley del Uso del Gallego como Lengua Oficial de Galicia por las Entidades Locales de 1988, y de la Ley de Administración Local de Galicia de 1997. Igualmente, entronca con la Disposición Adicional Segunda.5 del EBEP y con el artículo 99 LBRL, que prevén que en la provisión de los puestos que afecten a los funcionarios con habilitación de carácter nacional se incluya el conocimiento de la lengua oficial en los términos previstos en la legislación autonómica correspondiente. Por supuesto, en el bien entendido de que esta previsión se extiende tanto al concurso ordinario de traslados anual para la cobertura de puestos reservados a estos funcionarios –cuyas bases específicas aprueban las Corporaciones locales, y las comunes cada Comunidad Autónoma– como al concurso unitario que aprueba subsidiariamente el Ministerio de Administraciones Públicas con idéntica periodicidad anual –en cuyas bases se incluirá el requisito de la lengua de acuerdo con lo establecido por las Comunidades Autónomas–. Pues bien: con estos mimbres, el Decreto referido articula el medio para acreditar el conocimiento de la lengua gallega en los concursos de traslados para proveer los puestos en la Administración local de Galicia reservados a funcionarios con habilitación nacional, concretando el nivel de conocimiento exigible a través de distintos certificados homologados o de pruebas objetivas eliminatorias, y extendiendo también esta previsión a las convocatorias para cubrir los puestos por el sistema de libre designación. 

En esta misma Comunidad, también cabe encontrar normativa sobre Policías Locales. En concreto un Decreto 105/2008, de 8 de mayo, que crea y regula el Registro de las Policías Locales de Galicia (DO de Galicia nº 100, de 26 de mayo), y otro Decreto 243/2008, de 16 de octubre (DO de Galicia nº 211, de 30 de octubre), por el que se desarrolla la Ley de Coordinación de Policías Locales de Galicia 4/2007, de 20 de abril, de la que se dio cuenta en la primera sesión de la primera edición de este Seminario.

Como indica su propio nombre, el primero de los Reglamentos señalados pretende disciplinar el Registro de las Policías Locales de Galicia –en el que deberán inscribirse los miembros pertenecientes a todos los Cuerpos existentes, con referencia a sus datos profesionales (nombramiento, toma de posesión, cese, paso a cualquier situación administrativa, distinciones, sanciones...)– como instrumento de coordinación entre todos ellos, puesto que su contenido quedará a disposición de la Consellería encargada de dicha coordinación, que dispondrá de él a efectos estadísticos e informativos. Por supuesto, no se trata de un Registro público, y la confidencialidad de los datos queda asegurada en los términos establecidos en la legislación de protección de los mismos. Como es obvio, los Ayuntamientos deberán facilitar dichos datos de modo permanente, de manera que esté constantemente actualizado, lo que no obsta su remisión anual a los mismos para que den su conformidad o soliciten la anotación de las variaciones producidas. 

Más peso específico presenta el Reglamento de desarrollo de la Ley de Coordinación de Policías Locales de Galicia, que tiene como objeto perfeccionar las previsiones legales en materia de selección, promoción, movilidad y formación de los agentes, auxiliares y vigilantes municipales, régimen estatutario de los mismos (conjunto de derechos y deberes) y régimen disciplinario. En el primer orden de consideraciones destaca el señalamiento de distintos sistemas según la escala y categoría a la que se pretenda acceder (turno libre para el ingreso inicial en la categoría de policía –excepto el porcentaje del turno de reserva–, promoción interna para el resto de categorías, movilidad para todas las escalas y categorías como garantía del derecho a la misma), y de diversos procedimientos según el sistema de acceso seguido (oposición, concurso, concurso-oposición). Asimismo, se establecen previsiones sobre la aprobación y contenido de las convocatorias, relación de aspirantes admitidos y excluidos, obligación de asistir a las pruebas, publicación de la relación de aprobados, asistencia al curso de formación (también de carácter selectivo), período de prácticas, nombramiento como funcionario, etc. Por lo que se refiere al régimen estatutario de los miembros de los cuerpos de Policía local, se identifican con carácter general sus derechos y deberes –destacando el deber de residencia, salvo autorización en contrario–, regulándose con especial detalle el pase a la situación de segunda actividad por motivos de edad, disminución de las condiciones psicofísicas, o embarazo o lactancia. El pase a esta situación –que sólo se realizará desde la situación de servicio activo, y que será permanente hasta la jubilación o el pase a otra situación que no podrá ser la de servicio activo (salvo supuestos de embarazo o lactancia o enfermedad psicofísica que llegasen a desaparecer)– implica el desempeño de unas funciones específicas, singularizadas sistemáticamente en la vigilancia y seguridad de edificios municipales, la gestión y control del mantenimiento de los medios técnicos del cuerpo (vehículos, vestuario, sistemas de transmisión…), la asistencia a trabajos no operativos relacionados con la vigilancia de accidentes de tráfico y otras actividades relativas a la seguridad vial, las tareas administrativas (atención al público, apoyo en la tramitación de procedimientos administrativos, en el análisis estadístico y en las tareas informáticas), la gestión de recursos humanos y, en general, todas aquellas actividades técnicas de asesoramiento, instrumentales de gestión y apoyo de la actividad policial que no supongan actuaciones policiales operativas. Sólo de forma excepcional, el Alcalde podrá requerir a los funcionarios en situación de segunda actividad para el cumplimiento de este tipo de actuaciones operativas, cuando concurran razones extraordinarias de seguridad ciudadana imprevisibles y de gran magnitud. También se regula en el Reglamento el procedimiento de pase a la situación de segunda actividad y las limitaciones a la promoción y movilidad de quienes se encuentren en ella. En lo que respecta a las distinciones y recompensas, la norma identifica sus diferentes tipologías, sus efectos (nunca de carácter económico, sino meramente honoríficos y de mérito), y el procedimiento para su concesión y pérdida. Finalmente, sobre el régimen disciplinario, se determina el procedimiento sancionador en función de la tipología infractora cometida. 

L) Canarias.-

El Parlamento de Canarias ha aprobado en estos meses la Ley 2/2008, de 28 de mayo, del Cuerpo General de la Policía Canaria (BO Canarias nº 109, de 3 de junio). En puridad, la norma procede a crear la Policía autonómica, si bien se destaca aquí porque contiene algunas previsiones que inciden sobre las Policías de los Municipios canarios, que tienen su texto de referencia en la Ley 6/1997, de 4 de julio, de Coordinación de las Policías Locales. Al hilo de lo dicho, esta Ley distingue entre “Cuerpo General de la Policía Canaria” y “Policía Canaria”, para referirse con la primera expresión a la nueva Policía autonómica, y con la segunda a todo el conjunto de Cuerpos de Policía que dependen de las distintas Administraciones públicas canarias, Policías locales incluidas. Todos estos Cuerpos deberán orientarse, en el marco de sus respectivas competencias y sin perjuicio de la independencia de cada servicio, hacia la compatibilización de procedimientos, medios e instrumentos que redunden en una mejora del servicio, estableciendo al efecto relaciones de cooperación recíproca, coordinación orgánica (a través de los órganos referidos en las Leyes del Sistema Canario de Seguridad y Emergencia y de Coordinación de las Policías Locales: Comisión Canaria de Seguridad Pública, Comisión de Coordinación de Policías Locales de Canarias), colaboración y asistencia mutua, pudiendo asimismo firmar convenios en materia de seguridad. Particularmente, la Ley reconoce (artículos 8 y 9) la posibilidad de que el nuevo “Cuerpo General de la Policía Canaria” realice, en los términos del convenio que se suscriba al efecto, funciones de Policía local en aquellos casos en que los Municipios no dispongan de ella o sus efectivos carezcan de capacidad para dar cobertura a la totalidad de servicios de su competencia, o para apoyar en servicios temporales y concretos. En sentido inverso, las Policías locales, también mediando convenio, podrán realizar las encomiendas que les haga el Gobierno de Canarias para el ejercicio de algunas de las funciones propias que competen a la Policía autonómica en su término municipal, siempre atendiendo a su conveniencia y a su capacidad operativa. Finalmente, la Disposición Transitoria Cuarta del texto prevé la posibilidad de que, durante su período de despliegue, y conforme a convenio con los Ayuntamientos correspondientes, el Gobierno autonómico adscriba a miembros de las Policías locales para prestar servicios en las escalas y empleos análogos del “Cuerpo General de la Policía Canaria”, de acuerdo con la Relación de Puestos de Trabajo, por tiempo determinado y previa superación de un curso específico de formación. Los funcionarios afectados por la adscripción pasarán a depender funcionalmente de los órganos del “Cuerpo General de la Policía Canaria”, pero conservarán su condición de funcionarios en servicio activo de la Administración de procedencia, con reserva en su caso del puesto de trabajo que desempeñaban. 

La Ley indicada ha tenido un doble desarrollo reglamentario, que en nada afecta a la Administración local, pero que se refleja a meros efectos informativos: Decreto 204/2008, de 30 de septiembre, por el que se establece la uniformidad de los miembros del Cuerpo General de la Policía Canaria (BO de Canarias nº 203, de 9 de octubre) y Orden de la Consejería de Presidencia, Justicia y Seguridad de 28 de octubre de 2008, por la que se regula la normalización de la imagen de los vehículos del Cuerpo General de la Policía Canaria (BO de Canarias nº 218, de 30 de octubre). 

N) Extremadura.-

El Decreto de la Consejería de Administración Pública y Hacienda de la Junta de Extremadura 204/2008, de 10 de octubre (DO de Extremadura nº 201, de 17 de octubre), regula la uniformidad y acreditación de los Policías Locales de esta Comunidad Autónoma. 

O) Baleares.-

La Ley 7/2008, de 5 de junio (BO Illes Balears nº 81, de 10 de junio), modifica la Ley de Coordinación de las Policías Locales de la Comunidad. Y en ese sentido, fomenta la figura de los policías auxiliares turísticos creados por aquélla para realizar actuaciones especializadas en los Municipios que incrementan notablemente su población como consecuencia de dicha actividad. El hecho de que no se estén cubriendo las plazas de policía turístico ofertadas por los Ayuntamientos explica que se les permita convocar transitoriamente (hasta finales de 2011) plazas de policías auxiliares –con consideración de agentes de la autoridad, si bien no pueden portar armas de fuego–, siempre que justifiquen la imposibilidad de nombrar los primeros y que demuestren la vacancia de plazas de este tipo ofertadas en la convocatoria anual. 

En la misma materia, simplemente nombrar la Orden de la Consellería de Interior de 27 de mayo de 2008 (BO Illes Balears nº 88, de 24 de junio), que regula las condiciones de uniformidad, equipamiento básico y homegeneización de los vehículos de las policías locales de las Islas Baleares. 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

2. Tribunal Supremo (TS).-

En esta ocasión hay que destacar un conjunto muy variado de Sentencias del Tribunal Supremo que se pronuncian sobre cuestiones también muy diversas. Así, encontramos pronunciamientos sobre competencias municipales en materia de empleo local (para establecer el sistema de selección de funcionarios locales, para crear Cuerpos de Policía local), sobre el cálculo de las horas extraordinarias de los empleados locales y sus límites, sobre el alcance de la negociación colectiva de los funcionarios, sobre la valoración de méritos de los aspirantes a plazas de funcionario local y, reiterando jurisprudencia previa, sobre interpretación de la normativa reguladora de la integración en el Grupo A de los funcionarios de la Administración local con habilitación de carácter nacional pertenecientes a la Subescala de Secretaría-Intervención.

Comenzando por los primeros, hay que señalar que la STS 12 de mayo de 2008, JUR 169991, anula la convocatoria y las bases para cubrir plazas de funcionarios en una Diputación Provincial, en lo que se refiere al sistema de selección establecido. Este sistema, como el resto de extremos, fue aprobado por el Pleno bajo la vigencia del antiguo artículo 33.2.f de la LBRL, que lo consideraba órgano competente al efecto. Sin embargo, la reforma de la norma llevada a cabo mediante Ley 11/1999, de 21 de abril pasa a atribuir dicha competencia al Presidente de la Diputación quien, a su amparo, modifica vía Anexos a la convocatoria el sistema de selección, como respuesta a las peticiones formuladas en este sentido por los Sindicatos. El Tribunal entiende que, al estar aquel sistema ya aprobado, tendría que haberse seguido para su sustitución el procedimiento de revisión de oficio de actos nulos o de declaración de lesividad de actos anulables de los artículos 102 y 103 de la Ley 30/1992. Por el contrario, al haberse procedido a una revocación injustificada –no estima la alegación de la parte recurrida en el sentido de que se trataba de un acto desfavorable, por no haberse demostrado este extremo–, el acuerdo modificativo impugnado incurre en vicio de nulidad de pleno derecho. 

Igualmente se identifica vicio de incompetencia en el supuesto enjuiciado por la STS de 19 de mayo de 2008, JUR 194464, que aplica la doctrina contenida en la STC de 11 de febrero de 1993 sobre la Ley Orgánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para declarar nula la creación por una entidad local menor de un cuerpo propio de policía local. Como se desprende de dicha Sentencia, sólo los Municipios están habilitados para crear dichos cuerpos, y no otras entidades de ámbito supra o infra municipal. Y el hecho de que las entidades locales menores también dispongan de autonomía no empece que ésta deba ejercerse en el ámbito competencial diseñado por el legislador, que no contempla la facultad que una en concreto ha querido ejercer. A mayor abundamiento, no queda demostrado en ningún caso que la disposición de un cuerpo de policía propio sea un elemento imprescindible para el ejercicio de la mencionada autonomía. 

Por su parte, la STS de 30 de mayo de 2008, JUR 293721, rebate la interpretación que hace el Abogado del Estado del artículo 23.3.d) de la LMRFP, hoy derogado por el EBEP, pero aplicable al supuesto enjuiciado. En consideración del defensor estatal, el Acuerdo municipal que determina el cálculo de las gratificaciones por servicios extraordinarios fuera de la jornada normal aplicando un recargo sobre la hora ordinaria –variable según la franja horaria en que se realicen–, vulnera la doble prohibición de fijeza y periodicidad establecida en aquel precepto. Como se ha adelantado, no lo entiende así el Tribunal, a cuyo juicio nada se opone a que la Administración, en uso de la discrecionalidad que le compete a la hora de retribuir los servicios, establezca un criterio previo de valoración (que no la fijación definitiva de la cuantía) de los mismos. La pretensión del artículo 23.3.b) LMRFP era la de evitar que se establezcan las gratificaciones como conceptos a cobrar de forma pautada cada mensualidad en una cuantía prefijada, equiparándolas así al resto de percepciones salariales lo que, con evidencia, no plantea el Acuerdo recurrido de manera improcedente. 

Debe destacarse también la STS de 15 de mayo de 2008, JUR 203863. Esta Sentencia desestima el recurso presentado contra un Acuerdo sobre valoración de puestos de trabajo en la plantilla de un Municipio que, a su vez, aprobaba la clasificación de los mismos y la aplicación retributiva correspondiente. El recurrente era un funcionario municipal que decía actuar en representación de un concreto Sindicato; Sindicato que, formando parte de la Mesa de Negociación, no habría sido convocado a sus reuniones. Sin embargo, los hechos acumulados de que no acreditase su representación, de que se demostrase la efectiva convocatoria a dicha organización sindical, de que no constase que la misma hubiese acordado instar la nulidad del Acuerdo a través del órgano al que sus estatutos atribuyan esta decisión, y de que, por tanto, se interprete esta acción como una aceptación de validez formal del proceso seguido, determinan la improcedencia de la impugnación. No sucede lo mismo en el supuesto sobre el que se pronuncia la STS de 4 de junio de 2008, JUR 194228. Allí, el Acuerdo de aprobación de los Presupuestos municipales en los que, entre otras cuestiones, se establecían las condiciones de trabajo de los funcionarios no vino precedido de la convocatoria de la Mesa de Negociación, vulnerando el derecho a la negociación colectiva funcionarial. El argumento esgrimido por el Ayuntamiento en el sentido de afirmar su limitación a aplicar, hasta el máximo tope permitido, el incremento previsto en la Ley de Presupuestos del Estado para ese año –eliminando así cualquier posibilidad de negociación– no es aceptado por el Tribunal, que recuerda que lo tocante a retribuciones o derechos económicos no es la única cuestión que puede ser materia de la misma. 

Las SSTS de 7 de marzo y 25 de abril de 2008, Ar. 2273 y 2622, por su parte, concluyen que el personal eventual de las Corporaciones locales es, como el funcionario y el laboral, titular de los derechos de negociación colectiva y de participación en la determinación de las condiciones de trabajo. Por esta razón, declaran nulos sendos Acuerdos municipales que establecían unilateralmente su número, características, funciones y adscripciones con el argumento de que sus características lo diferenciaban de las otras clases de empleados públicos y lo asemejaban a los cargos políticos –confianza en su nombramiento y especial responsabilidad de sus funciones–, incompatibles con la negociación previa. El Tribunal, reconociendo la especialidad de esta categoría de personal, rechaza esta interpretación, hoy también desautorizada por el Estatuto Básico del Empleado Público, que sólo excluye de las materias objeto de negociación colectiva la determinación de las condiciones de empleo del personal directivo (artículo 13.4). No del eventual, encuadrado en el concepto de empleado público (artículos 8 y 15.b).

Por cierto que dentro de estas materias objeto de negociación no se encuentra, como señala la STS de 12 de marzo de 2008, Ar. 2299, el sistema de promoción profesional de los funcionarios locales, en la medida en que las Entidades locales carecen de competencia para su regulación. Es competencia del Estado (artículo 149.1.18 CE) la elaboración y aprobación de la legislación básica (en este caso, los artículos 100.2 LBRL, 169.2 TRRL y el Real Decreto 896/1991, de 7 de junio, por el que se establecen las reglas básicas y programas mínimos a que debe ajustarse el procedimiento de selección de los funcionarios de la Administración local sin habilitación de carácter nacional); de la Comunidad Autónoma el desarrollo de esta normativa básica, restando sólo a las Entidades locales la ejecución de la selección de los funcionarios locales en los términos previstos en la normativa anterior. También exceden de los supuestos de negociación colectiva funcionarial los preceptos del Acuerdo regulador de las condiciones de trabajo de los funcionarios de carrera de una Corporación local a que se refiere la STS de 20 de febrero de 2008, Ar. 2123. Se trataba de unos artículos que, por remitir determinados litigios funcionariales a la jurisdicción social, exceder las cuantías retributivas fijadas en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, regular la fecha de inicio del devengo de los trienios, y contrariar el régimen legal de la jornada laboral o de las vacaciones, contravenían diversas determinaciones de la normativa funcionarial. Por esta razón, al dotar de contenido laboral a las relaciones funcionarios/Administración local, el Tribunal entiende que deben declararse nulos. 

En otras consideraciones, la existencia de arbitrariedad en la falta de valoración de unos cursos impartidos por un aspirante a la provisión de una plaza de técnico informático municipal es reconocida por la STS de 16 de mayo de 2008, JUR 240968, determinando en este sentido la nulidad del Acuerdo de la Comisión de Gobierno, conforme con la propuesta del Tribunal calificador, que procedía al nombramiento de otro candidato. Efectivamente, el TS entiende que los motivos expresados para tal falta de valoración –tratarse de cursos obsoletos y no tener relación con el temario exigido– no se ajustan a una recta interpretación de las bases de la convocatoria (en la que no se señalaba nada en este sentido), encarnando una actuación arbitraria que no puede ser respaldada con el principio de libre discrecionalidad técnica. La actuación de la Administración no se justifica conforme a pautas de racionalidad, planteando una clara desigualdad entre los criterios aplicados a ambos aspirantes. En análogo orden de cosas, la STS de 30 de junio de 2008, JUR 232207, considera que la valoración de unos mismos méritos de modo distinto según se hayan adquirido en la propia Administración local que convoca un concurso-oposición o en otra distinta carece de justificación suficiente, y vulnera los principios de igualdad, mérito y capacidad en el acceso a la función pública, aportando igualmente un fumus de desviación de poder y de intento de favorecer en el proceso selectivo a quienes ya prestaban con anterioridad servicios en la Administración. 

También en relación con la selección del personal funcionario a su servicio, la STS de 12 de marzo de 2008, Ar. 2304, recuerda la conocida doctrina de este mismo Tribunal sobre la arbitrariedad como criterio determinante del control judicial de la discrecionalidad técnica y sobre los límites de ésta, en particular, la racionalidad y el derecho a la igualdad del artículo 14 CE. Y ello para afirmar que el establecimiento por un Ayuntamiento, como tal mecanismo de selección, de varias preguntas tipo test en las que cabía más de una respuesta válida a consecuencia de su mala formulación, rebasa aquellos límites, justificando su anulación y la revisión de la puntuación inicialmente asignada a los candidatos. A juicio del Tribunal, lo característico de las preguntas tipo test es la singularidad de su respuesta y la penalización de las erróneas, más si se considera que no es un modelo que permita aclaraciones por parte de los aspirantes. Por eso, penalizar a quienes optaron por no responder a las preguntas dudosas a la vista de su confusión, precisamente para evitar la penalización que posteriormente tuvieron, es contrario a la racionalidad –que impone la anulación de las preguntas–, y sitúa a estas personas en una posición de desigualdad respecto de quienes las contestaron partiendo de la posible corrección de más de una respuesta, lo que contraría el espíritu de la técnica. 

Por último, deben destacarse un conjunto de pronunciamientos (SSTS 9 julio, 17 septiembre –dos–, y 24 de septiembre de 2008, JUR 289858, 313253, 313256 y 313180 respectivamente) que, confirmando otros semejantes ya reflejados en informes entregados en la anterior edición de este Seminario, reiteran la legalidad de la normativa reguladora de la integración en el Grupo A de los funcionarios de la Administración local con habilitación de carácter nacional pertenecientes a la Subescala de Secretaría-Intervención (Real Decreto 522/2005, de 13 de mayo). Esta norma hace depender dicha integración del cumplimiento por los funcionarios de una serie de requisitos –titulación superior, antigüedad superior a dos años, superación del pertinente concurso-oposición– que, de no verificarse, les permitiría no obstante permanecer incluidos como categoría a extinguir en el Grupo B, conservando sus derechos económicos, y estando habilitados para desempeñar puestos de trabajo reservados a funcionarios de habilitación nacional en las mismas condiciones que los integrados en la Subescala de Secretaría-Intervención. El Tribunal rechaza los motivos de impugnación aportados por los recurrentes –vulneración del principio de igualdad, incumplimiento del preceptivo trámite de negociación con las organizaciones sindicales, inobservancia de la reserva de Ley exigida por el artículo 103.3 CE para la regulación del estatuto de los funcionarios públicos– considerando respectivamente: a)- que existe una diferencia clara entre ambos tipos de funcionarios –la titulación, fundamentalmente– que justifica el distinto trato que reciben; b)- que la materia abordada no afecta a las condiciones de trabajo, sino que integra el régimen jurídico de los funcionarios locales a que se refiere, por lo que no están sujeta a negociación; y c)- que la Disposición Transitoria Séptima.2 LBRL ofrece cobertura bastante para la regulación reglamentaria que se está combatiendo en los procesos, al autorizar al Gobierno para que, a iniciativa del Ministerio de Administraciones Públicas, declare a extinguir determinados Cuerpos cuando lo exija el proceso general de racionalización o el debido cumplimiento de la Ley, estableciendo los criterios, requisitos y condiciones para que los funcionarios de estos Cuerpos se integren en otros. 

3. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ).-

No hay que reseñar en esta oportunidad ninguna Sentencia dictada por el TSJ de Aragón. Se destacan así pronunciamientos de otros Tribunales con sede autonómica. 

F) Cantabria.-

Es el caso del TSJ de Cantabria que, en su Sentencia de 7 de enero de 2008, Ar. 88610, recuerda que los Ayuntamientos pueden, en ejercicio de su potestad organizatoria, revisar la cuantía del complemento específico siempre que se respeten sus características fundamentales. Esto es: la concreción o vinculación a un concreto puesto de trabajo con características precisas (dificultad, especial cualificación, dedicación, disponibilidad, peligrosidad, etc.), y la objetividad o atención al contenido del puesto y sus condiciones particulares, sin que afecte su pertenencia a un determinado Cuerpo o Escala. 

H) Murcia.-

En relación al TSJ de Murcia, es de destacar en esta ocasión la Sentencia de 28 de diciembre de 2007, Ar. 88878 de 2008, que considera nulo un Acuerdo de Pleno que aprobó la modificación de la catalogación de los puestos de trabajo del Ayuntamiento sin previa y preceptiva negociación colectiva. Esta negociación no puede ser sustituida, como en el supuesto enjuiciado, por reuniones puntuales con algunos delegados sindicales o miembros de la Junta de Personal, o por la constitución de una Comisión parcial, requiriéndose en todo caso la constitución de la Mesa de Negociación. Si bien es jurídicamente válido que algunos sindicatos lleguen a acuerdos con representantes de la Administración, y esto no atenta contra la libertad sindical del resto de organizaciones, no lo es sin embargo que se sustraiga a la Mesa General y a sus legítimos componentes el debate pleno de las materias que le son propias. Esta circunstancia sí lesiona la citada libertad, al excluir injustificadamente de la negociación a un sindicato legitimado para participar en ella, rompiéndose el equilibrio real entre los distintos legitimados mediante la reducción de la capacidad de alguno de ellos. 

I) Valencia.-

Por su parte, el TSJ de Valencia considera en su Sentencia de 25 de enero de 2008, Ar. 114688, que la garantía de igualdad en el acceso al empleo público que supone la convocatoria pública no se ve vulnerada por el recurso a los servicios públicos de empleo como mecanismo de difusión de la misma. Se trata de un mecanismo que, a juicio del Tribunal, asegura su conocimiento por los interesados. 

P) Madrid.-

La STSJ de Madrid de 29 de enero de 2008, Ar. 114358, entiende que el Acuerdo por el que se aprueba la plantilla de personal de un Ayuntamiento que, entre otros extremos, suprime una plaza vacante de funcionario para sustituirla por dos plazas de personal laboral fijo es conforme a derecho. La justificación estriba en el tipo de tareas propias de los puestos. Tareas que, por su carácter instrumental y de apoyo administrativo, son susceptibles de ser desempeñadas por personal laboral ex artículo 15.1.c) de la Ley de Medidas para la Reforma de la Función Pública, de aplicación en este supuesto. 

Q) Castilla y León.-

A diferencia del pronunciamiento anterior, la STSJ de Castilla y León de 2 de mayo de 2008, Ar. 149994, rechaza que determinados puestos reservados a funcionarios puedan ser ocupados por personal laboral, aunque sea de forma temporal. Efectivamente, por tratarse de puestos en los que son relevantes las notas de objetividad, imparcialidad e independencia –Jefe de la Sección de Intervención, Director de la Oficina Municipal de Información al Consumidor–, deben quedar encomendados a funcionarios públicos. Esto determina que la Relación de Puestos de Trabajo de un Ayuntamiento que prevé su desempeño por personal laboral en casos de urgente necesidad sea nula, debiendo acudirse en esta oportunidad a los sistemas de provisión de puestos de trabajo con funcionarios que reúnan los requisitos establecidos para su desempeño señalados legalmente. 

Esta misma Sentencia se pronuncia también sobre la posibilidad de que esos mismos puestos se adscriban indistintamente en la Relación de Puestos de Trabajo de un Ayuntamiento a las Subescalas Técnicas de Administración General y de Administración Especial. La razón estriba en que las funciones propias de los mismos (de carácter burocrático, y también objeto peculiar de una carrera) no se corresponden en exclusiva con las funciones características de cada una de ellas, resultando indiferente que se desempeñen por un funcionario perteneciente a una u otra, de acuerdo con lo establecido por los artículos 167 y siguientes del TRRL. 

Por su parte, otro pronunciamiento de este Tribunal de 30 de julio de 2008, JUR 314016, declara improcedente la impugnación de la Plantilla orgánica de un Ayuntamiento por no estar incluidos en ella todos los puestos correspondientes a su personal laboral. Como bien distingue el Tribunal, no hay que confundir dicha Plantilla –que responde al concepto de conjunto de puestos de trabajo que pueden ser cubiertos en un año presupuestario, y que se aprueba anualmente con ocasión de los Presupuestos municipales– con la Relación de Puestos de Trabajo del Ayuntamiento –acto o norma donde aparecen identificados y caracterizados todos los puestos de trabajo de la Administración–, siendo este último instrumento, y no el primero, el que deberá plasmar singularizadamente cada puesto y sus circunstancias (número, características, denominación, sistema de provisión, requisitos exigidos para su desempeño, etc). Por eso, no cabe declarar la nulidad del acto recurrido. Cuestión distinta es que el Ayuntamiento concernido no haya aprobado efectivamente la RPT, en cuyo caso deberá hacerlo porque así lo establece el artículo 90.2 LBRL, situando al interesado en el ejercicio de su derecho a demandar ante aquél el cumplimiento de la normativa infringida. También se pronuncian en relación a la Plantilla orgánica municipal las SSTSJ de esta misma Comunidad de 5 de mayo y 31 de julio de 2008, JUR 317 y 313995. Más concretamente, sobre el incumplimiento de los requisitos que le impone el artículo 90.1 LBRL: responder a los principios de racionalidad, economía y eficiencia, y establecerse de acuerdo con la ordenación general de la economía, sin que los gastos de personal puedan rebasar los límites que se fijen con carácter general. En los supuestos enjuiciados, la ausencia de estudios o documentos que justifiquen su cumplimiento (como exige el artículo 126.1 TRRL) llevan a declarar la nulidad de los acuerdos por lo que se procedió a su aprobación. 
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